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Discusión por la Comisión 

Representante gubernamental, Ministro de Trabajo y Previsión Social 
(Ministro de Trabajo y Previsión Social) — Quiero expresar enfáticamente el 
compromiso del Gobierno de El Salvador liderado por el Presidente Bukele con el diálogo 
social tripartito y la profundización de la democracia como una herramienta esencial 
para la construcción de acuerdos para el desarrollo del país. Sabemos que solo unidos: 
empleadores, trabajadores y Gobierno podemos salir adelante. 

Como país fundador de la OIT estamos comprometidos con la promoción de las 
normas constitutivas y la visión de la Organización. Por ello, luego de la Conferencia 
Internacional del Trabajo de 2019, donde me comprometí a reactivar el Consejo Superior 
del Trabajo a mi regreso al país, sin dilación hicimos los procedimientos necesarios para 
su conformación. Este fue un hito que puso fin a seis años de fractura del diálogo social 
tripartito de El Salvador y marcó un punto de partida para la construcción de grandes 
acuerdos para el desarrollo del país y el bienestar de la población salvadoreña. El 
Consejo inició sus reuniones y se llegaron a importantes acuerdos: como la construcción 
de la estrategia de empleo decente para lo cual se contó con la cooperación de la OIT y 
se inició la implementación de una hoja de ruta constitutiva y participativa. 

De igual manera, se conformó el Consejo Nacional del Salario Mínimo como un 
espacio tripartito cuyo proceso de elección fue libre y transparente contando con la total 
satisfacción de los trabajadores y de los empleadores. No obstante, con la llegada de la 
pandemia de COVID-19 que afectó a todo el mundo tuvimos que replantearlo. Desde 
El Salvador vimos como otros países con mayor desarrollo y sistemas de protección más 
fuertes estaban teniendo serias dificultades con el manejo de la pandemia. Por ello, 
como Gobierno tomamos la firme decisión de proteger la vida y la salud de nuestra 
población, lo que implicó enfocar todos los esfuerzos en el manejo de la pandemia. Eso 
nos llevó, en un inicio, a establecer un cordón epidemiológico, una estricta cuarentena, 
así como acciones para educar y concientizar a la población; fortalecimos nuestro 
sistema de salud, construimos un hospital especializado y moderno diseñado en un 
programa de tratamiento ambulatorio de la COVID-19 y más recientemente, estamos 
implementando un exitoso programa de vacunación. Por todo ello, nuestro país ha sido 
reconocido por la Organización Mundial de la Salud como uno de los países más exitoso 
en el manejo de la pandemia. 
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Como Ministerio de Trabajo estuvimos en constantes procesos de diálogo con las 
gremiales y empresariales y los representantes de trabajadores. Al igual que todo el 
mundo la pandemia nos ocasionó una contracción económica. Sin embargo, las medidas 
y políticas implementadas por el Gobierno en conjunto con amplios procesos de diálogo 
con los sectores ayudaron a minimizar los impactos económicos y sociales de la crisis. 
Por ejemplo, como Gobierno en conjunto con el sector empresarial y trabajadores 
diseñamos la Ley de Protección de Empleo que contenía un amplio e histórico programa 
económico de apoyo a la micro, pequeña y mediana empresa y el sector informal, para 
brindar el apoyo financiero requerido en eso momento. 

También uno de los grandes propósitos fue proteger las actividades económicas y 
los trabajadores que estaban realizando sus labores, por lo cual construimos juntos a los 
empleadores y trabajadores un protocolo general de bioseguridad y hemos diseñado de 
manera conjunta 2 636 protocolos adaptados a las condiciones particulares de los 
distintos rublos económicos y empresariales. Para garantizar el resguardo de la salud y 
la vida tanto de los trabajadores y los empleadores. 

Asimismo, informar a la honorable Comisión que hemos impulsado procesos que 
han fortalecido el diálogo social tripartito, como lo ha sido la construcción participativa 
del Plan Estratégico Institucional del Ministerio de Trabajo para el periodo 2020-2024 
cuya construcción por primera vez fue dialogado con los empleadores y trabajadores de 
igual forma, dicho plan estratégico contiene como es transversal el fortalecimiento del 
diálogo social tripartito. 

En esa misma línea informo que hemos construido y validado con los empleadores 
y trabajadores el sistema de información de mercado laboral. Instrumento que va a 
proveer información valiosa para la toma decisiones y las orientaciones políticas públicas 
en materia laboral. Este sistema ha contado con la cooperación técnica de la OIT y es un 
instrumento que fortalecerá el diálogo social informado en El Salvador. 

En el segundo semestre de 2020 con motivo de la reactivación económica se 
conformó una Mesa de diálogo con el sector empresarial en la que se estableció un plan 
para la reactivación económica ordenada y segura muy esencial por el aporte de las 
gremiales y empresariales y los trabajadores que de forma general fue muy 
contundente. 

Además, en mi calidad de Ministro, yo invierto el 70 por ciento de mi tiempo en el 
diálogo social entre trabajadores y empleadores para buscar soluciones a los problemas 
que se prestan. Todos estos elementos me llevan a decir clara y contundentemente que 
en nuestra gestión el diálogo social en el país nunca se ha detenido y que, por el 
contrario, se ha fortalecido. 

Desde nuestra llegada al Gobierno hemos sido transparentes y manifestado que 
somos un Gobierno con reglas claras, comprometidas en brindar certidumbre jurídica y 
crear un ambiente propicio para la inversión privada, para generar más y mejores 
empleos. Y, además, hemos dicho que lo único que no es negociable, en este Gobierno, 
son los derechos genuinos de los trabajadores. 

Entendemos que como obra humana podemos tener algunos errores, pero nuestro 
espíritu de diálogo es claro y contundente. Trabajamos de la mano con el sector 
empleador porque está muy claro que son un actor importante en el desarrollo del país. 
Además, creemos que la gran mayoría de empresarios en nuestro país tiene una 
conducta apegada al derecho, pero existe una pequeña minoría que violenta leyes 
laborales incluso leyes fiscales en nuestro país. Con esas empresas debemos ser 
contundentes en la aplicación de la ley. 
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Por otra parte, también he pedido ampliar información sobre los casos de violencia 
sindical en el país. Como Gobierno estamos comprometidos a exigir justicia ante los 
actos de violencia sindical porque esto no puede quedar impune. Y, no volvamos a 
tiempos pasados que fueron oscuros y dolorosos para el movimiento sindical en nuestro 
país. Desde nuestra llegada hemos tenido apertura a las expresiones del movimiento 
sindical y a quienes consideramos un actor importante y clave para el desarrollo del país. 

El Gobierno de El Salvador es respetuoso de la libre expresión, durante los dos años 
de Gobierno han existido 37 manifestaciones antigubernamentales por diferentes 
motivos. No obstante, con orgullo les puedo decir que nuestros cuerpos de 
mantenimiento del orden no han utilizado ni una sola bala de goma, ni tan solo un bote 
de gas lacrimógeno ha sido utilizado para reprimir a nuestro pueblo, como lo hicieron 
los Gobiernos anteriores. 

El pasado 1.º de mayo Día Internacional de la clase Trabajadora fue un día histórico 
en nuestro país. Tradicionalmente el movimiento sindical se expresa mediante 
manifestaciones en las calles y tradicionalmente las unidades de mantenimiento del 
orden ponen barricadas a tres cuadras de la casa presidencial, para que los 
manifestantes no logren accesar. Este pasado 1.º de mayo, por primera vez su servidor 
y otras autoridades del Gobierno por indicaciones del Presidente Nayib Bukele, salimos 
a recibir al movimiento sindical y esas mismas unidades de mantenimiento del orden 
que en el pasado servían para reprimir al pueblo ahora abrieron las barricadas para que 
los representantes de los trabajadores pudieran pasar y fueran recibidos a casa 
presidencial y escuchados sus planteamientos. Esa es la forma en cómo estamos 
trabajando ahora en El Salvador. 

Sobre los casos de violencia sindical en primer lugar me referiré al Sr. Abel Vega 
quien fue asesinado en el año 2010, recientemente recibimos la notificación del ex Fiscal 
General de la República que archivó el caso del asesinato de este líder sindical debido 
que no le había sido posible individualizar sus responsabilidades. Ante eso quiero 
informar, señora Presidenta, que he pedido en mi calidad de Ministro la reapertura del 
caso al nuevo fiscal. Ya que consideramos que las anteriores administraciones de la 
Fiscalía no han sido diligentes en la investigación de estos delitos. Para nosotros es de 
trascendental importancia llevar justicia y que estos actos no queden impunes. 

Por otra para, en el caso del vil asesinato del líder sindical Weder Arturo Meléndez 
del Sindicato de la alcaldía de San Salvador, ASTRAM (Asociación de Trabajadores 
Municipales) ocurrido en agosto del 2020 nuestra respuesta ha sido contundente hemos 
condenado públicamente este hecho indignante y hemos consolidado un amplio 
expediente donde se recopilan denuncias, entrevistas e información relevante para 
esclarecer la verdad, el cual hemos hecho llegar a la Fiscalía General de la República. 

Nuestra voz ha sido fuerte y clara e inmediatamente solicitamos una reunión 
extraordinaria del Consejo de Ministros y Ministras de Trabajo de Centroamérica y 
República Dominicana para denunciar este cobarde acto ante lo cual, el Consejo de ha 
pronunciado y ha condenado el hecho. Creemos que este acto debe sensibilizar a todos 
los Gobiernos de la región en la búsqueda de justicia para garantizar la no repetición de 
estos casos. 

El expediente también se ha hecho llegar al Departamento de Libertad Sindical de 
la OIT a quien pedimos dé seguimiento. Estaremos informando de los avances en la 
aplicación de justicia de estos casos. 

Nuestra misión es superar el estigma que se tiene del movimiento sindical, que 
lastimosamente en nuestro país y en la región en lugar de verlos como defensores de 
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derechos humanos han sido mal vistos y denigrados, para lo cual recientemente hemos 
lanzado el Instituto de Formación Sindical para fortalecer sus capacidades técnicas. Su 
incidencia en la construcción de políticas públicas es una puesta por pasar de la protesta 
a la propuesta y creemos que ese será un legado histórico para el movimiento sindical 
en nuestro país y en nuestra gestión. 

Quiero informar que el diálogo social tripartito no se ha roto en nuestro país, todo 
lo contrario, hemos hecho las acciones para su reinstalación y estamos comprometidos 
a seguir buscando consenso a través del diálogo. 

Quiero expresar que nuestra invitación al sector empleador y trabajador siempre 
ha sido abierta, porque reconocemos que no hay otra forma de salir adelante si no es 
con la unión de la fuerza de los tres sectores. Reiteramos que nuestra disposición de 
recibir la misión de contacto directo, hoy, es más vigente que nunca, decíamos que 
visiten al país en el momento que consideren oportuno. También reiteramos nuestra 
solicitud de cooperación técnica de la OIT para apoyarnos en avanzar en el 
fortalecimiento del diálogo social tripartito en nuestro país. 

Finalmente, reiteramos nuestro apego y respecto estricto a la normativa 
internacional en materia de derechos humanos y particularmente de los derechos 
laborales, somos fieles promotores de los principios y normas que rigen esta 
organización en beneficio de todos los sectores sociales. Compartimos con la comunidad 
internacional el anhelo para la construcción de una sociedad más justa, inclusiva y con 
empleo decente para todos, donde el diálogo social tripartito, a nuestro juicio, es la 
piedra angular que guía estos procesos para el bienestar de nuestra población. 

Miembros empleadores — Quiero empezar por agradecer el informe brindado por 
el Gobierno ante esta comisión, destacando la preocupación de lo que esto significa, 
toda vez que se trata de la cuarta vez consecutiva que se tiene que atender este mismo 
asunto ante una situación que, de fondo, permanece prácticamente en la misma 
condición que cuando se trató por primera vez. Recordamos con preocupación de que 
en 2017, 2018 y 2019, centenario de la OIT, esta comisión discutió y adoptó conclusiones 
muy concretas que incluían los pasos que el Gobierno debía dar, tanto en la ley como en 
la práctica, para aplicar el Convenio, un convenio de gobernanza muy relevante de la OIT 
que continúa sin cumplirse a pesar de lo dicho por el representante gubernamental. 

Considerando la brevedad que tengo para hacer mi presentación en este caso tan 
grave y tan urgente, con faltas reiteradas, invito a los miembros de la Comisión a 
retomar el informe de la Comisión de 2017, 2018 y 2019. 

En los antecedentes del caso figuran expresiones de extrema preocupación, tanto 
de la Comisión de Expertos como de esta comisión, de las misiones de contacto directo 
de la Oficina, así como varias solicitudes de intervención urgente presentadas al Director 
General de la OIT, Sr. Guy Ryder, por parte de la Asociación Nacional de la Empresa 
Privada (ANEP), que es la organización más representativa y por la Organización 
Internacional de Empleadores (OIE), ante la interferencia gubernamental en la 
administración y funcionamiento de esta organización, que como he dicho es la más 
representativa. 

Ataques a sus dirigentes, serias deficiencias en el funcionamiento del diálogo social 
y la consulta tripartita, en condiciones muy similares a las que de acuerdo con el informe 
de la Comisión de Expertos y la realidad nacional viven las organizaciones de los 
trabajadores, cuando discutíamos el caso en 2019, expresamos la sincera esperanza en 
que el nuevo Gobierno del Presidente Bukele, que había subido hacía unos pocos días, 
tenía la gran oportunidad de revertir esta grave situación, por la gobernabilidad del país, 
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el fomento de las buenas relaciones entre los actores sociales y el Gobierno y el 
cumplimiento de las obligaciones provenientes del Convenio, entre otras cosas. 

Al respecto, vale la pena recordar que una vez adoptadas las condiciones del caso 
en 2019, el representante gubernamental tomó la palabra y dijo estar de acuerdo. Él 
pensaba rescatar algunas frases y párrafos de lo que mencionó, pero me parece que el 
mismo representante gubernamental, ha tenido a bien reconocer que, aceptó las 
conclusiones y se comprometió en cumplir con ellas, así como a recibir la misión de 
contactos directos y la asistencia de la OIT, como el día de hoy lo ha reiterado, lo cual me 
parece que será de suma importancia recoger esta aceptación y proceder en 
consecuencia. 

El Gobierno del Presidente Bukele, no solo no ha cumplido con lo dicho desde 2019, 
no solo no ha mejorado la situación del país, ni el buen funcionamiento de la consulta 
tripartita y el diálogo social en todas sus formas en el país, sino que se ha agravado de 
manera sumamente preocupante; esto es, en el marco de un creciente periodo general, 
institucional, democrático y de Estado de derecho, al socavar la independencia de los 
poderes, acortando sus contrapesos y órganos de control, incluyendo la necesaria 
autonomía de la organización más representativa del sector empleador que es la ANEP. 

Para mayor claridad y conocimiento de la Comisión, procederé a detallar 
información concreta que así lo demuestra. El Consejo Superior del Trabajo, entidad 
nacional creada para el diálogo social y la consulta tripartita, está inactivo desde 2013 a 
la fecha. De acuerdo con el informe de la Comisión de Expertos y en contra de lo que ha 
mencionado el señor representante del Gobierno, el Consejo se reactivo en septiembre 
de 2019, efectivamente, eso sí lo cumplieron. Celebraron tres plenarias, acordaron de 
manera tripartita trabajar el diseño de una política de empleo, se solicitó asistencia 
técnica de la OIT, que inició su trabajo, etc. Lo cierto es que desde el 12 de mayo de 2020 
toda actividad del Consejo está suspendida, esta es la realidad y no la que plantea el 
representante gubernamental, so pretexto de la pandemia. El mundo no se ha 
paralizado, la OIT no ha dejado de funcionar, no podemos hacer a un lado el tripartismo, 
bajo el pretexto de que hay una situación de salud que pudiera impedir los trabajos de 
esta comisión. 

No piensen que esto obedece a la pandemia, como lo he dicho, no. En este tiempo 
el Gobierno de El Salvador, invitó a reuniones informativas a organizaciones 
empresariales, socias de la ANEP, que pertenecen a sectores económicos con una fuerte 
regulación estatal, que depende de permisos autorizaciones y que está sujeto a 
sanciones, lo que los hacen especialmente vulnerables para aceptar participar y para 
exigir que el diálogo se realice a través de la ANEP, entidad más representativa de los 
empleadores de El Salvador, y a través del Consejo antes mencionado. 

Tal vez sean estas reuniones, a las que por cierto no han invitado al ANEP, como ya 
he mencionado, a las que se refiere el representante gubernamental; insisto, la ANEP no 
ha sido convocada a estas reuniones, y es la organización más representativa del país 
del que estamos hablando. 

En congruencia con esta actitud de incumplimiento, el Gobierno se ha negado a 
juramentar directores selectos y nombrados por los empleadores en entidades 
tripartitas, el 12 de mayo de 2020, el Presidente de la República actuando en contra de 
la independencia y autonomía que tienen las organizaciones de trabajadores y de 
empleadores, desconoció como interlocutor ante las organizaciones de empleadores al 
presidente de la ANEP, quien a penas trece días antes había sido electo por unanimidad 
de las 48 organizaciones de los diferentes sectores productivos del país que la 
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congregan, ofreciendo, el Gobierno, que todo regresaría a la normalidad cuando elijan 
a un nuevo presidente, lo cual es evidentemente un acto de injerencia y una flagrante 
violación a la independencia de la ANEP. 

Así se han suscitado una serie de eventos, incluso en plena celebración de la 
109.ª reunión de la Conferencia, el lunes 7 de junio, el Gobierno de El Salvador lazó una 
supuesta nueva recesión empresarial formada por microempresarios, a quienes 
pretende convertir en los interlocutores frente al Gobierno, de esta manera se continua 
con la práctica de quedar falsos interlocutores para evadir el diálogo social con la ANEP, 
como entidad más representativa de los empleadores en El Salvador, una simulación 
inaceptable, que destruyen el tripartismo y atentan contra la esencia de la OIT. 

Los hechos presentados dan cuenta del desprecio extremo por el diálogo social y el 
incumplimiento de las obligaciones asumidas por el Gobierno de El Salvador al ratificar 
el Convenio. La consulta tripartita y el diálogo social efectivo y de buena fe, solo pueden 
darse en un clima en el que se garantice el Estado de derecho desprovisto de toda 
agresión, interferencia o atropello. Como podrán observar, esto es un asunto de los 
casos más serios de incumplimiento reiterado de los convenios que voluntariamente ha 
ratificado El Salvador. Esperamos que el Gobierno tenga basado el éxito de esta 
participación, como lo anunció en sus redes sociales antes de venir, con el cumplimiento 
del contenido del Convenio y en los hechos, con actos tangibles y resultados 
comprobables y no solo con su palabra, lamentablemente incumplida hasta hoy. 

Estaremos muy atentos al desarrollo de esta discusión. 

Worker members – This is the fourth consecutive time that the Committee is called 
upon to examine the application of the Convention by the Government of El Salvador. 
After so many appearances before our Committee, we would have hoped to see some 
improvements in giving full effect to the Convention. Unfortunately, this is not the case. 
In fact, we must deplore that the situation severely deteriorated since our last discussion. 
The Worker members would like to draw the attention of the Committee to the following 
issues.  

First, the Committee of Experts’ report indicates that, following six years of 
inactivity, the Higher Labour Council had finally been reactivated in 2019. However, 
hopes for the re-establish of the tripartite dialogue in the country were quickly dashed 
as the Council held only three meetings. After November 2019, the Council simply never 
reconvened again. This clearly sends a very bad signal as to the commitment of the 
Government to respect and to ensure tripartite consultations.  

On the basis of the comments of the Committee of Experts, we note that, during 
the last session that was held two years ago, the Higher Labour Council discussed the 
methodological proposal and road map to be followed for the development of the 
national strategy for the generation of decent employment. However, the Government 
provided no further information as to the outcome of the discussions, nor the follow-up 
given to any recommendations made.  

We recall that in ratifying the Convention, the Government of El Salvador undertook 
to operate procedures which ensure effective consultations with respect to the matters 
concerning activities of the International Labour Organization pursuant to Article 5, 
paragraph 2, of the Convention, consultations shall be undertaken at least once a year.  

We add that, pursuant to Article 3 of the Convention for the purpose of tripartite 
consultations, the representatives of workers shall be freely chosen by their 
representative organizations. The Government does not respect that provision as it does 
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not respect the free choices of workers’ representatives and proceeds unilaterally to the 
appointment of workers’ representatives.  

In addition to this, we wish to emphasize that trade union registration procedures 
in El Salvador are long drawn out and arbitrary as they grant full discretion to the 
authorities to delay trade union registration. We recall that under the Salvadorian law, 
unions must request the renewal of their legal personality with the authorities every 
12 months. Without this registration, unions lose their legal personality, which prevents 
them from operating as unions, legally holding property and bank accounts, and 
conducting any trade union activities, including engaging in collecting bargaining.  

Against this background, the Workers’ group informs the Committee that in January 
2021, the Government decided unilaterally to withdraw the credentials of all democratic 
unions. This kind of practice does not provide the necessary framework conditions for 
tripartite consultations.  

Finally, we must recall that, as mentioned in Article 1 of the Convention, there is a 
close link between this Convention and freedom of association. In that regard, we regret 
the acts of intimidation and threats, targeting members and leaders of independent 
unions in the country. There have been concerning reports of union leaders receiving 
threats and being followed by unknown individuals on motorcycles while their phones 
and communications are being tapped. We recall that attacks, intimidation, threats and 
harassment are not compatible with the Convention. 

Miembro trabajadora, El Salvador — Teniendo en cuenta la definición de diálogo 
social desde la OIT, que considera indispensable para el cumplimiento del Convenio, el 
respeto del ejercicio pleno a la libertad sindical, exigimos a la ANEP que respete el 
derecho humano a la libertad sindical, a la creación de sindicatos, sin ninguna restricción 
limitante o coacción, a la negociación colectiva y a la huelga en todos los sectores 
productivos; y al Gobierno que sea el garante de la tutela del cumplimiento de estos 
derechos. 

Condenamos el doble discurso de la ANEP, quien argumenta el incumplimiento del 
Convenio por parte del Gobierno, siendo estos los que tienen la exclusividad de la 
representatividad del sector empleador en todas las instancias paritarias y tripartitas. 

Rechazamos todo tipo de injerencia por parte de la ANEP respecto a la 
representación sindical, buscando favorecer aliados o afines a ellos, pretendiendo 
deslegitimar a organizaciones legítimas y representativas. Exigimos a la ANEP que 
respete la autonomía e independencia que tenemos reconocida las asociaciones 
sindicales, en virtud del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, 1948 (núm. 87), para elegir a nuestros representantes. 

Respaldamos las recientes reformas a las diferentes instituciones oficiales 
autónomas con el objetivo de democratizar la participación de la representación del 
sector empleador y la finalidad de que su gobernanza esté acorde a lo que establece el 
Convenio. Espacios que históricamente han estado controlados por la ANEP y que estas 
instancias funcionen sobre la base del interés social y no sobre el privilegio de los 
intereses económicos de la gran empresa. 

Por tanto, exigimos que al igual que los sindicatos, los representantes de los 
empleadores deben ser elegidos y no designados de forma libre y en una relación de 
igualdad de los miembros. Es de nuestro interés que las medianas y pequeñas empresas 
participen y sean bien representadas en esas instancias y que no sea la ANEP la que se 
imponga como único representante de ese sector. 
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El Convenio establece los procedimientos de consultas tripartitas, el reexamen a 
intervalos apropiados de convenios no ratificados. Al respecto queremos reconocer la 
disposición y voluntad política de este Gobierno a través del Ministro de Trabajo quien 
ha iniciado el proceso de gestión para la ratificación de convenios importantes de la OIT, 
entre ellos: el Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102), el 
Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 (núm. 154) y el Convenio sobre la 
eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, 2019 (núm. 190). 

Reconocemos que a pesar de la situación que se ha vivido a raíz de la afectación de 
la pandemia de COVID-19, el Gobierno ha hecho los esfuerzos para propiciar las 
condiciones de diálogo social tripartito. Para ello se han venido realizando reuniones de 
forma virtual y en algunas ocasiones de forma presencial en las cinco instancias 
tripartitas en las que se incluye el Consejo Superior del Trabajo, respetando los 
protocolos de bioseguridad; priorizando la salud y la vida de los trabajadores. 

Reiteramos, en nuestra calidad de representantes del sector laboral y como 
mandantes de la OIT, nuestro apoyo a las acciones que se encuentra realizando el 
Gobierno de El Salvador y no compartimos que se quiera seguir incluyendo a nuestro 
país en la lista corta, lo que realmente necesitamos es el apoyo técnico de la OIT y que 
se envíe una misión de contacto directo para que verifique la veracidad de la situación 
planteada por nuestra parte. 

No pueden lograrse términos equitativos de empleo, condiciones de trabajo 
decente, seguridad y salud en el trabajo, y desarrollo para el beneficio de todos, sin la 
participación activa de los trabajadores, empleadores y Gobierno mediante el diálogo 
social. Esperamos que las conclusiones para este caso fijen elementos claros y concretos 
y tiempos precisos que permiten adoptar de forma urgente un plan para superar los 
problemas identificados en este debate, garantizando el pleno cumplimiento del 
Convenio. 

Miembro empleador, El Salvador — Hemos escuchado con atención las 
explicaciones que ha dado el Gobierno de El Salvador sobre el incumplimiento del 
Convenio,las cuales están alejadas de lo que sucede en mi país. 

Hace dos años, en esta misma comisión, expresamos nuestro optimismo como 
resultado del compromiso que asumió el nuevo Gobierno en cumplir los convenios 
internacionales y someterse a los mecanismos de control de la OIT. Sin embargo, lo que 
hoy tenemos en El Salvador es un acoso sistemático al más alto nivel del Estado, en la 
figura del Presidente de la República, en contra del presidente de la ANEP y en contra de 
la misma ANEP. 

El objetivo es presionar hasta que el presidente de ANEP renuncie a su cargo. Esta 
gravedad nos ha llevado, con el apoyo de la OIE, a solicitar la intervención urgente del 
Director General de la OIT. Los empleadores deben seguir siendo libres para elegir a sus 
representantes. 

El 1.º de mayo, primer día de la nueva legislatura con mayoría del Presidente de la 
República, los diputados destituyeron a la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia y al Fiscal General. Ahora mismo el Presidente de la República tiene el control 
total de los tres órganos del Estado y ha eliminado cualquier entidad que ejerza los 
balances y contrapesos. Pero el Gobierno va por más. Ahora quiere el control total del 
aparato productivo, lo cual fue anunciado públicamente el 1.º de junio de 2021 con 
ocasión del segundo aniversario de su toma de posesión. 
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El Presidente de la República anunció en su discurso: «El quinto paso es liberarse 
del aparato ideológico». Dos días después, a través de sus cuentas personales de Twitter 
y de Facebook, expresó lo siguiente: «Este día he enviado 23 iniciativas de ley a la 
Asamblea Legislativa, para remover a la ANEP de las directivas de las autónomas y así 
ponerlas a trabajar verdaderamente al servicio de la gente. El quinto paso en nuestra 
lucha inicia. Ahora los verdaderos empresarios estarán representados en las autónomas 
y velarán por los verdaderos intereses de la empresa privada en su conjunto». Los 
directivos han sido minorías en las juntas directivas de las tripartitas y paritarias y 
aportan su experiencia profesional y empresarial para el mejor desempeño de estas 
entidades. 

Las mencionadas reformas fueron aprobadas ese mismo día. Y con ellas, el 
Presidente de la República se atribuye a sí mismo la facultad de nombrar a directivos 
que supuestamente representarán a los empleadores y facultad para destituirlos. 

Todo esto es gravísimo, no solo porque viola el Convenio, sino porque muestra 
claramente el carácter autoritario del Gobierno. El denominado «quinto paso» elimina la 
independencia que tienen las organizaciones de empleadores para nombrar de manera 
libre y autónoma a sus representantes. Por ello, nos parece fundamental que se inste al 
Gobierno a que tome sin demora, las medidas necesarias para modificar los 23 decretos 
aprobados el 3 de junio de 2021, a fin de que cumplan con las garantías establecidas en 
el Convenio. Similar conclusión fue adoptada por esta comisión en 2016. 

Ahora, necesito hacer un breve resumen sobre las conclusiones adoptadas por la 
Comisión de Normas de 2019, las cuales el Gobierno no solo no cumplió, sino que 
además ha actuado en contra. El Gobierno ha continuado interfiriendo en la constitución 
de organizaciones de empleadores, a través del impulso a cooperativas y microempresas 
como representantes de los empleadores. No ha consultado a las organizaciones más 
representativas para establecer reglas claras que reactiven y pongan en funcionamiento 
del Consejo Superior del Trabajo.  

El Gobierno solo reactivó de manera temporal, durante seis meses, el Consejo 
Superior del Trabajo, el cual sigue inactivo. El Gobierno inició hace apenas cuatro 
semanas, y solo por escrito, el proceso de sumisión de tres convenios y 
siete recomendaciones de la OIT, pero al margen y fuera de un inactivo consejo superior 
del trabajo. El Gobierno sigue sin juramentar a los directores nombrados por la ANEP en 
el Instituto Salvadoreño del Seguro Social, la Autoridad Marítima Portuaria, y el Centro 
Internacional de Ferias y Convenciones. El Gobierno no ha respetado la autonomía de 
las organizaciones más representativas de empleadores, al modificar las 23 leyes 
mencionadas anteriormente. No hubo misión de contactos directos antes de la 
109.ª Conferencia Internacional de Trabajo. 

Durante los últimos doce años, las organizaciones de empleadores hemos sufrido 
violencia, acoso y exclusión de parte del Gobierno a través de todos los medios posibles, 
lo cual es contrario a los convenios fundamentales de la OIT. Por ello, nos causa suma 
preocupación el anuncio del Gobierno del denominado «quinto paso», que puede 
significar una profundización de estos actos. A todos nos conviene el diálogo social como 
instrumento en la búsqueda de soluciones para impulsar el desarrollo, atraer 
inversiones y generar empleo decente, respetando la Constitución de la República, el 
marco normativo nacional y los convenios internacionales. 

Por ello hemos recurrido a la OIT. Y por ello le solicitamos a esta comisión que 
adopten las conclusiones que planteará el vocero empleador. 
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Government member, Portugal – I have the honour to speak on behalf of the 
European Union and its Member States. The candidate countries Montenegro and 
Albania, the EFTA country Norway, member of the European Economic Area, as well as 
the Republic of Moldova, align themselves with this statement. 

The EU and its Member States are committed to the promotion, protection, respect 
and fulfilment of human rights, including labour rights, as safeguarded by the 
fundamental ILO Conventions and other human rights instruments. 

We firmly believe that compliance with ILO Conventions is essential for social and 
economic stability in any country and that an environment conducive to dialogue and 
trust between employers, workers and governments is the basis for solid and 
sustainable growth, and inclusive societies. 

The EU and its Member States stand with the people of El Salvador and we are 
committed to strengthening our cooperation through political and trade ties. 

The EU–Central America Political Dialogue and Cooperation Agreement, which 
entered into force in 2014, and the provisional application of the trade pillar of the  
EU–Central America Association Agreement since 2013, provide a framework for 
developing our partnership, including cooperation on trade and sustainable 
development, in particular on effective implementation, in law and practice, of the 
fundamental ILO Conventions. 

We note with deep regret that no progress has been made in complying with the 
Convention and that social dialogue continues to be dysfunctional in the country, even 
though the case was already discussed in the last three sessions of the Committee on 
the Application of Standards, including as a serious case in 2017. 

We welcome the inauguration and first session of the Higher Labour Council 
(Consejo Superior de Trabajo (CST)) in September 2019 and the measures taken by the 
Government to initiate social dialogue and reactivate the CST following the Committee’s 
2020 report. We welcome the finalization of the National Decent Work Policy with ILO 
technical assistance. We note, however, observations of the National Business 
Association (ANEP) alleging acts of intimidation against its newly elected President. We 
ask the Government to provide further information with regard to these allegations, as 
well as detailed and updated information on the measures adopted to ensure the 
effective operation of the CST and on the content and outcome of the tripartite 
consultations held within the framework of the CST. 

Regrettably, we note the Committee’s observations that the Government has not 
provided information on the tripartite consultations held on the draft protocol on the 
submission procedure, nor on the progress made with its adoption.  

The EU and its Member States join the Committee’s repeated call to share updated 
information on this issue without further delay. 

The Government has equally failed to provide information in its report on the 
tripartite consultations held on matters relating to international labour standards 
covered by the Convention. We request the Government once again to rectify these 
reporting obligations. 

We also ask the Government to continue providing detailed and updated 
information on the measures adopted or envisaged to promote tripartism and social 
dialogue in the country within the context of ILO technical assistance and on their 
outcome. We urge the Government to honour constructively and genuinely its 
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commitment to effectively implement in law and practice all ratified ILO Conventions, 
including the fundamental Conventions and the Convention on tripartite consultation.  

The EU and its Member States remain committed to joint constructive engagement 
with El Salvador, including through cooperation projects, which aim to strengthen the 
Government’s capacity to address the issues raised in the Committee's report. 

Government member, Barbados – I am delivering this statement on behalf of the 
Group of Latin American and Caribbean Countries (GRULAC). We appreciate the 
information provided by the Government of the Republic of El Salvador, through the 
Minister of Labour and Social Welfare regarding compliance with the Convention. 

GRULAC takes into account that in the 2019–20 report of the Committee of Experts, 
it includes, among other issues, the following quotation: 

On 16 September 2019, once the government, worker and employer representatives 
had been appointed, the CST was inaugurated and held its first session. The Government 
provides in its report a list of the government, employer and worker representatives 
selected. During the session, the members of the CST unanimously approved a 
communication informing the national and international communities of the 
reactivation of the CST and requested the ILO to continue providing technical assistance.  
On 14 October 2019, the second session of the CST was held, during which unanimous 
approval was expressed for the preparation of a National Decent Work Policy with ILO 
technical assistance. The third session was held on 6 November 2019, in which the 
discussions, among other subjects, covered the methodological proposal and road map 
to be followed for the development of the National Strategy for the Generation of Decent 
Employment. 

The COVID-19 pandemic has affected us all. We have faced an unprecedented crisis 
and continue to face new challenges every day. As stated by the distinguished 
representative of El Salvador, in his country, each sector, both business and labour, had 
its own challenges generated by the pandemic, which is why they needed support 
adapted to their specific needs. Faced with this extraordinary situation, the CST stopped 
meeting, but this did not mean a breakdown of tripartite social dialogue in El Salvador, 
which continued to function resulting in the development of general and specific 
biosafety protocols for each sector of the economy. The discussion of economic 
measures to minimize the impacts of COVID-19, as well as a gradual and orderly 
reopening of the economy. Both groups of employers and workers participated actively 
in these processes. 

Similarly, in 2019, after the conclusion of the Conference Committee, the 
Government of El Salvador was urged to accept a direct contacts mission, which was 
accepted by Minister Castro, on behalf of the Government of El Salvador. Due to the 
pandemic, it has not yet been carried out. However, during his working visit to Geneva 
in May 2021, Minister Castro reaffirmed to the Director of the ILO Standards 
Department, the will of his Government to receive said mission as soon as possible. 

In light of the foregoing, we encourage the commitment of the Government of El 
Salvador in the application of the Convention to its law and practice and we also 
encourage the International Labour Office to continue providing technical cooperation 
to the Government. 

Miembro empleador, Guatemala — Es un honor dirigirme a ustedes, represento 
al sector empleador de Guatemala, pero en esta ocasión me voy a pronunciar respecto 
de la queja promovida por el sector empleador de El Salvador ante el Comité de Libertad 
Sindical contra el Gobierno. 
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Como todos sabemos, el Convenio es fundamental para llevar adelante el diálogo 
social, y facilita que los Gobiernos, junto con las organizaciones más representativas de 
trabajadores y empleadores, logren acuerdos tripartitos en beneficio del desarrollo de 
un país. Sin embargo, en El Salvador existe una violación continuada al Convenio de 
parte del Gobierno, que ha mantenido inactivo desde 2013 el Consejo Superior del 
Trabajo, órgano tripartito de trascendente importancia y de consulta obligada, y que 
solo fue reactivado transitoriamente entre septiembre de 2019 y marzo de 2020. 

El actual presidente de la ANEP, fue electo por unanimidad por las 
48 organizaciones socias de dicha entidad gremial el 29 de abril de 2020. También fue 
nombrado vicepresidente de los empleadores ante el Consejo Superior del Trabajo. 
Trece días después, sin justificación alguna, el Gobierno, a través de un twitter del 
Presidente de la República, decide desconocerlo, y gira instrucciones a sus funcionarios 
para no reunirse con la ANEP. Desde entonces, el Gobierno de El Salvador no ha 
convocado a ninguna sesión del Consejo Superior del Trabajo. Y desde entonces, el 
Presidente de la República mantiene una fuerte y permanente campaña de desprestigio, 
intimidación y acoso, contra el presidente de la ANEP, presionando a las organizaciones 
de empleadores socias para que lo destituyan, en una clara injerencia en la autonomía 
e independencia que tienen las organizaciones de empleadores para elegir libremente 
a sus representantes. Esto es una clara violación al Convenio núm. 87. 

Los empleadores hacemos un llamado al Gobierno de El Salvador para que reactive 
sin demora el Consejo Superior del Trabajo, con la participación de la ANEP, como la 
organización más representativa de los empleadores de El Salvador; cese de inmediato 
las presiones que realiza a las organizaciones de empleadores socias de la ANEP con el 
objeto de buscar la destitución de su presidente, y acepte una misión de contactos 
directos de la OIT antes que finalice el presente año. 

Miembro trabajador, Argentina — La Comisión de Expertos ha reiterado una serie 
de observaciones al Gobierno de El Salvador, urgiéndolo «a que estableciera sin demora, 
y en consultación previa con los interlocutores sociales, reglas claras y transparentes 
para la designación del sector trabajador en el Consejo Superior del Trabajo que 
respetasen el criterio de representatividad». 

El desconocimiento de estos criterios básicos desde hace ya cierto tiempo ha 
motivado que el Gobierno sea nuevamente convocado a esta comisión, a efectos de 
establecer un diálogo constructivo y colaborar en una salida a los problemas planteados, 
de tal forma que en definitiva se permita en el país el ejercicio del derecho a la libertad 
sindical en su plenitud mediante la facilitación de la participación de todas las 
organizaciones representativas de trabajadores en las instancias tripartitas existentes 
en el país. 

La regla del tripartismo y consiguientemente el reconocimiento de la 
representación genuina de las organizaciones de trabajadores y empleadores en los 
ámbitos que se generen a nivel nacional es un principio básico en la OIT y es asimismo 
un instrumento trascendente para permitir que las organizaciones sindicales puedan 
hacer llegar sus puntos de vista y establecer un diálogo social fructífero en las cuestiones 
relativas a las relaciones laborales, mejorando así la calidad de esas relaciones y de las 
condiciones de trabajo. 

Siendo para la OIT un valor esencial, el tripartismo reposa en una cuestión previa, 
como es el respeto a la autonomía e independencia de las organizaciones sindicales, lo 
que implica naturalmente que las mismas sean reconocidas como interlocutores 
legítimos de la representación de los trabajadores y trabajadoras sin intervención alguna 
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de la autoridad laboral. El tripartismo sin reconocimiento de todas las organizaciones 
representativas de los intereses de los trabajadores y trabajadoras no cumple con el 
Convenio ni cumple con el «funcionamiento efectivo» del Consejo Superior del Trabajo 
tal como lo demanda la Comisión de Expertos. 

Tomamos nota del pedido de asistencia técnica del Gobierno de El Salvador. 

Miembro empleadora, República Dominicana — Agradecemos que nos conceda 
el uso de la palabra para referirnos al caso de El Salvador que presenta una violación 
continua por parte del Gobierno de El Salvador al Convenio, el cual, como es conocido 
de todos, es un instrumento fundamental para impulsar el diálogo social y la consulta 
tripartita. Resaltamos que la instancia creada al amparo del Convenio, el Consejo 
Superior de Trabajo, no sesiona desde 2013, siendo el mismo temporalmente reactivado 
por seis meses que finalizaron en marzo de 2020. 

Resulta preocupante que los avances notados por la Comisión de Expertos en su 
informe de 2020 han dejado de existir, con el consabido deterioro de cualquier práctica 
que procure y fomente el diálogo social. A raíz de esta situación, ha resultado imposible 
abordar temas de alto interés nacional, como la política nacional de empleo, o realizar 
consultas tripartitas sobre procesos de sumisión de convenios y recomendaciones 
emanados de esta casa. En condiciones precarias, como las que se exhiben en este caso, 
los procesos de diálogo y de concertación social no generan los aportes que está previsto 
generar, debilitando la gobernanza en un momento de excepción originado por una 
coyuntura política, sanitaria y socioeconómica totalmente adversa. 

Destacamos, adicionalmente, que la usencia de proceso de diálogo real se 
fundamente en la intención del Gobierno de El Salvador de invitar a reuniones 
informativas a representantes de sectores económicos con una fuerte regulación estatal 
de permisos, autorizaciones y sanciones, lo que les hace especialmente vulnerables para 
negarse a participar y para exigir que el diálogo social se realice a través de la ANEP, 
entidad más representativa de los empleadores en El Salvador, y a través del Consejo 
Superior de Trabajo. 

Ante este proceder, desacertado y malintencionado de parte del Gobierno de El 
Salvador, instamos a que la Comisión actúe con determinación para evitar que año tras 
año se continúen desconociendo los principios del diálogo social, presente en el 
Convenio. Llamamos la atención de los portavoces de los empleadores y de los 
trabajadores para acordar conclusiones que permitan superar esta situación. 

Miembro trabajadora, Italia — Hablo en nombre de los sindicatos italianos CGIL, 
CISL y UIL. El Convenio ratificado por El Salvador el 15 de junio de 1995 y por el cual el 
mismo es convocado nuevamente a esta comisión, es un instrumento básico para 
instaurar prácticas democráticas, siendo clave además para dar curso al tratamiento de 
temas relativos a las normas internacionales, que requieren una mayor atención y 
constituyen el instrumento fundamental para el pleno respeto de los derechos humanos 
en el ámbito del trabajo. Según lo establecido en el artículo 2, párrafo 1, del Convenio, 
se debe fortalecer las instancias de consulta tripartita. Sin embargo, algunos 
acontecimientos recientes evidencian como el Estado salvadoreño y en particular el 
Gobierno del Presidente Nayib Bukele, el que demuestra poco interés en hacer efectivo 
este mandato. 

El hecho más concreto relacionado con el Consejo Superior del Trabajo, se registra 
con la queja presentada por los representantes de los trabajadores y trabajadoras según 
la cual, esta instancia dejó de funcionar entre 2013 al 2019. Esto ha dado pie a la apertura 
del caso núm. 3054 en el 2013, el que aún está en curso. Si bien el Consejo se reactivó 
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en octubre del 2019 y ha estado inactivo desde marzo de 2020 ante la no convocatoria 
por parte del MITRAB. Sin dejar de considerar el factor de la pandemia, es notorio que el 
diálogo social en el principal órgano institucional para llevar a acabo acuerdos 
nacionales, pasa por un grave impase de inefectividad. 

Junto a esto, en comunicaciones recientes el propio Presidente Bukele ha indicado 
que dio orden de remover a miembros de la organización mayoritaria de empleadores 
ANEP, de una serie de instituciones autónomas, bajo el argumento de ponerlas al 
servicio de la gente, colocando en su lugar a lo que denomina «representantes de la 
verdadera empresa privada». La ANEP denunció a la Comision de Expertos que el 
Gobierno viene impidiendo el diálogo entre funcionarios públicos y ellos mismos, así 
como denigra públicamente a esta organización y fomenta rechazo por parte de la 
ciudadanía, hacia sus representantes. Las anteriores prácticas son claramente 
violatorias del artículo 3, párrafo 1, del Convenio, el cual establece que los 
representantes de los empleadores y de los trabajadores, serán elegidos libremente por 
sus organizaciones representativas existentes. 

Miembro empleador, México — Esta Comisión, en junio de 2019, como ya se ha 
expuesto, instó nuevamente al Gobierno de El Salvador a que se abstuviera de interferir 
en la constitución de las organizaciones de trabajadores y de empleadores y a que 
facilitara, de conformidad con la legislación nacional, la debida representación de las 
organizaciones legítimas de empleadores.Es preocupante para el sector empleador, 
conforme a la información recibida, que el Gobierno de El Salvador siga incumpliendo 
con sus acciones siga incumpliendo el Convenio, y que actúe al margen y fuera del 
Consejo Superior del Trabajo de El Salvador, aun y cuando haya expresado su voluntad 
de someterse a las conclusiones de esta comisión. 

Como ya lo mencionó la portavoz de los trabajadores es incuestionable que el 
diálogo social es un instrumento que le puede servir a El Salvador para impulsar el 
fortalecimiento de las empresas y crecimiento de las inversiones; y en consecuencia para 
la generación de más y mejores empleos. 

Nos sumamos al planteamiento ya hecho por el portavoz del sector empleador. Por 
ello invitamos al Gobierno de El Salvador a que se comprometa ante esta comisión a 
aceptar una misión de contactos directos de la OIT antes de que finalice este año; a 
impulsar el diálogo social y propiciar que con la participación de las organizaciones más 
representativas de empleadores y de trabajadores, se emitan reglas claras, objetivas, 
predecibles y jurídicamente vinculantes que permitan reactivar sin demora el Consejo 
Superior del Trabajo; y a respetar la autonomía de las organizaciones más 
representativas de trabajadores y de empleadores, así como a abstenerse realizar 
acciones que impliquen una intromisión. 

Miembro empleadora, Argentina — Lamentamos que todo el trabajo y los 
esfuerzos de la Comisión no hayan dado frutos, y sus recomendaciones continúen 
siendo desconocidas por el Gobierno de El Salvador. Más aún luego de haber escuchado 
en la sesión de 2019 las declaraciones del Gobierno sobre su disposición a reinstalar el 
Consejo Superior del Trabajo, y hoy nuevamente, en lo referido a recibir la asistencia 
técnica de la OIT para promover y reforzar el tripartismo y el diálogo social en el país, 
objetivos que están lejos de haberse concretado. 

Lamentamos, que la reinstalación del Consejo Superior del Trabajo se haya limitado 
al periodo entre septiembre de 2019 y mayo de 2020, y en la práctica, no haya estado 
acompañado por mecanismos claros y transparentes para la designación de los 
representantes de los actores sociales. 
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El Convenio es claro al establecer que son los actores sociales quienes deben elegir 
a sus representantes libremente a través de sus organizaciones más representativas. 
Llamamos la atención sobre la información presentada por el sector empleador 
de El Salvador, especialmente sobre el desconocimiento por parte del Gobierno de El 
Salvador del presidente electo por la Asociación Nacional de la Empresa Privada en mayo 
de 2020; así como la intimidación a los representantes del sector privado y la intromisión 
del Gobierno en la vida interna de las organizaciones de empleadores. 

Estamos frente a un caso de persistente incumplimiento de las obligaciones de este 
convenio. Hay evidencia contundente y hemos escuchado testimonios de los actores 
sociales dando cuenta de que los organismos tripartitos del país no están funcionando 
adecuada ni legítimamente constituidos, de manera tripartita. Esperamos que a la luz de 
este debate se modifique cuanto antes esta situación y se aproveche la oportunidad para 
trabajar en la creación de las condiciones necesarias para garantizar el cumplimiento del 
Convenio y asegurar la debida representación de las organizaciones más 
representativas de empleadores y trabajadores en los mecanismos de diálogo social. 

Miembro empleador, Honduras — Compartimos la grave preocupación de la 
ANEP, de la violación reiterada del Gobierno de El Salvador no solo del Convenio sino 
también de los Convenios núms. 87 y 98, y de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo. En atención a la violación continuada por parte del Gobierno 
de El Salvador al Convenio, pedimos a la Comisión que exija a este Gobierno lo siguiente: 
1) el Consejo Superior del Trabajo debe de ser respetado como un espacio neutro, 
objetivo y sin injerencia en su funcionamiento que promueve el diálogo social, 
garantizando la autonomía de los interlocutores sociales para la consecución de los 
acuerdos que conllevan bienestar y desarrollo por El Salvador de manera tripartita; 2) el 
diálogo social se sostenga en el Consejo Superior del Trabajo debe enmarcarse en los 
artículos 2 y 5 del Convenio, poniendo en práctica procedimientos que aseguren 
consultas efectivas entre los interlocutores sociales y el Gobierno, y 3) invitamos a esta 
comisión designe una misión de contactos directos de la OIT, antes que finalice el 2021 
y que asesore y acompañe los representantes legítimos de los empleadores, a través de 
la ANEP, trabajadores y el Gobierno en la formulación de un marco normativo y operativo 
que garantice la reactivación y continuidad del Consejo Superior del Trabajo. 

Lamentamos que el Gobierno de El Salvador no pueda reconocer a la ANEP, que es 
la organización empleadora más representativa de la fuerza productiva y económica de 
El Salvador aglutinando en su seno 50 entidades gremiales pertenecientes a 
55 subsectores económicos y más de 15 000 empresas, con esta representatividad 
detallada y que responde a lo que manda el artículo 1 del Convenio, estamos 
convencidos que la ANEP, como organización empresarial, contribuye al fortalecimiento 
de la libre empresa y la participación activa en el diálogo social que es necesaria para el 
fortalecimiento de la democracia. El Gobierno no puede, ni debe inmiscuirse en las 
decisiones de los órganos del sector privado. 

Miembro empleadora, Costa Rica — Desde que la OIT se creó, ha promovido la 
cooperación entre empleadores, trabajadores y Gobiernos, lo cual permite la justicia 
social, a través del diálogo social. El Convenio permite que, a nivel interno de cada país, 
se asegure la participación de empleadores y de trabajadores, por esta razón, este 
convenio es una de las normas del trabajo más importantes desde el punto de vista de 
la gobernanza de OIT. El artículo primero de dicho convenio establece claramente que 
las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores son aquellas que 
gozan del derecho de libertad sindical, principio que además significa que los Estados 
deben de abstenerse de interferir en la conformación de dichas organizaciones. 
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Por esta razón, el sector empresarial costarricense considera que sienta un mal 
precedente, a nivel internacional, el no permitir que una organización como la ANEP, que 
hasta el día de hoy es la representante del sector productivo formal de El Salvador, haya 
sido eliminada de las juntas directivas de entidades públicas. 

Sumado a esto, el artículo 3 del Convenio establece que los representantes de los 
empleadores y de los trabajadores serán elegidos libremente por sus organizaciones 
representativas. En razón de lo anterior, no se comprende cómo el Poder Ejecutivo se 
atribuye a sí mismo la facultad de destituir a los directores que representan a las 
organizaciones empresariales en las juntas directivas, estableciendo, además, causales 
discrecionales y arbitrarias para hacerlo. A todas luces, esto es una violación al Convenio 
y al principio de la libertad de asociación. 

Se solicita al Gobierno de El Salvador que reactive el Consejo Superior de Trabajo, 
el cual fue creado con la finalidad de ser un órgano consultor del órgano ejecutivo, con 
el objetivo de institucionalizar el diálogo social y promover la concertación económica y 
social entre las autoridades públicas y las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, junto con las demás instancias de diálogo social; y, que se abstenga de 
interferir en la constitución de organizaciones de empleadores y facilite la debida 
representación de dichas organizaciones. Lo anterior, es básico en una democracia. 

Miembro empleadora, Colombia — Quiero referirme a dos aspectos del caso. En 
primer lugar, el Convenio, en su artículo segundo, hace referencia al compromiso de 
realizar consultas efectivas y tiene como fundamento básico el diálogo social como 
herramienta esencial para la construcción de propuestas conjuntas entre trabajadores, 
empleadores y Gobierno, que promuevan el crecimiento, la paz y el bienestar general. 

En ese sentido, para lograr un verdadero diálogo y, por ende, el desarrollo de 
consultas efectivas se requiere, como lo ha mencionado el Comité de Libertad Sindical, 
de un clima de confianza basado en el respeto de las organizaciones empresariales y 
sindicales con miras a promover relaciones profesionales estables y sólidas. 
Lamentablemente, en El Salvador el principal espacio de diálogo social tripartito se ha 
mantenido inactivo y, aunque el Gobierno reportó a la Comisión de Expertos el reinicio 
de actividades, estas solo se llevaron a cabo por un corto periodo de tiempo y hasta el 
pasado mes de marzo de 2020. De ahí en adelante no se ha desarrollo ningún espacio 
de consulta tripartita. 

En segundo lugar, es preciso resaltar que los representantes de trabajadores y 
empleadores deben ser elegidos libremente y estar representados en pie de igualdad, 
como establecen los Convenios núms. 87 y 144. El Comité de Libertad Sindical ha 
indicado que corresponde a las organizaciones de trabajadores y de empleadores la 
determinación de las condiciones de elección de sus dirigentes y las autoridades 
deberían abstenerse de toda injerencia indebida en el ejercicio de este derecho. 

Vemos con preocupación que el Gobierno, por una parte, haya decidido desconocer 
como interlocutor de los empleadores al Presidente de la ANEP, que es la organización 
de empleadores más representativa del país, y por otra venga realizando ataques y 
acusaciones, a través de medios de comunicación y redes sociales, en contra de dicho 
dirigente de la ANEP. 

En conclusión, solicitamos al Gobierno que reactive los espacios de diálogo social 
tripartitos, emprenda acciones inmediatas para generar un clima de confianza y respeto 
por las organizaciones empresariales y realice consultas efectivas sobre los asuntos 
relacionados con la OIT y todos los temas relacionados con las políticas laborales y 
sociales del país. 
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Observador, Organización Internacional de Empleadores (OIE) — Los hechos 
tozudamente indican cuan graves y reiteradas son las violaciones de este Gobierno al 
Convenio, a la libertad de asociación, a la libertad de expresión. La situación además se 
está agravando y las restricciones a estas libertades son cada vez mayores. 

Tuve recientemente una amable conversación con el señor Ministro, aquí presente, 
en la que nos mostró claramente su fuerte compromiso para reconducir este caso. Por 
ello, nos sorprendió que apenas unos días después de esta reunión el cuerpo del 
Gobierno decidiera excluir explícitamente de las entidades tripartitas a los 
representantes de la ANEP, comunicación que se hizo jactosamente y burlonamente 
pública a través de las redes sociales que utiliza tanto el señor Presidente de la República. 
Las palabras exactas del Presidente fueron las siguientes: «He enviado 23 iniciativas a la 
@AsambleaSV, para remover a la ANEP de las directivas de las autónomas y ponerlas 
verdaderamente al servicio de la gente. ANDA, ISSS, SIGET, FOVIAL, FISDL, FONAVIPO, 
FSV, CORSATUR, BANDESAL, etc. No más bloqueos al desarrollo de nuestro país». Los 
hechos hablan, señor Ministro, no las palabras, la ANEP no representa a una pequeña 
minoría de empleadores, como usted ha indicado. 

La no convocatoria del Consejo de Trabajo, la convocatoria de organizaciones 
empresariales, la creación de organizaciones paralelas también son hechos que hablan 
por sí solos. Las acusaciones públicas, intimidadoras, a golpe de tweets como 
usualmente comunica el Presidente de la República, denigrando, despreciando a la 
ANEP, son comportamientos agresivos conocidos por la OIT. 

Ustedes tienen obligaciones derivadas de convenios que han ratificado. Nos 
reservamos nuestro legítimo derecho para estimular otros medios del sistema de 
supervisión de normas si ustedes no se atienen a respetarlas en derecho y en los hechos. 

Observadora, Confederación Alternativa Democrática Sindical de las 
Américas — Hablo en nombre de la Confederación Alternativa Democrática Sindical de 
las Américas (ADS) y nuestra organización afiliada, la Confederación Nacional de 
Trabajadores Salvadoreños (CNTS) que integra, con un delegado propietario el Consejo 
Superior del Trabajo para ratificar que este se encuentra inactivo desde febrero de 2020. 

Uno de los temas que están pendientes es la reforma a la Ley del Servicio Civil 
teniendo en la mesa la propuesta de la Ley de Servicio Público que fue observada por la 
CNTS como un proyecto violatorio de convenios fundamentales de la OIT y del derecho 
laboral salvadoreño. 

Urge que se concluya con la investigación del asesinato de nuestro compañero el 
Sr. Victoriano Abel Vega, miembro de nuestra Federación Sindical de Trabajadores 
Municipales de El Salvador, y el Gobierno, en este caso, responsablemente debe exigir a 
la Fiscalía celeridad procesal y respuesta para imputar a los responsables de esta vil 
acción. 

La CNTS entregó al Ministro de Trabajo presente en esta reunión las propuestas de 
reformas a la Constitución, al Código del Trabajo, a la Ley de Servicio Civil, todo eso en 
base a las recomendaciones de la OIT, así como la celeridad en la entrega de las 
credenciales sindicales que ya ha sido mencionado por otros compañeros que me 
antecedieron. La respuesta ha sido despidos masivos, persecución sindical y una 
negativa a reconocer la necesidad del diálogo y la consulta con los actores sociales.  

Observador, Confederación de Trabajadores y Trabajadoras de las 
Universidades de las Américas (CONTUA) — Como lo hiciéramos en el año 2019, 
tomamos la palabra en el caso de El Salvador, en nombre de la Internacional de Servicios 
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Públicos y la CONTUA, en apoyo a los trabajadores salvadoreños que sufren una 
constante violación de sus derechos sindicales. 

En la sesión de 2019 estábamos frente al reciente cambio de Gobierno. Como en 
tantos otros casos, escuchamos al Gobierno entrante cargar la culpa de los 
incumplimientos en la gestión saliente, y solicitar el crédito a la OIT para superar las 
demandas, prometiendo sumisión a las normas internacionales del trabajo, y respeto 
por las políticas de concertación. Pero lamentablemente, como tantas otras veces, esto 
no sucedió. 

El diálogo social debe ser una política y una práctica, permanente y productiva. 
Deben estar sentados a la mesa los empleadores y todos los espacios representativos 
del colectivo sindical, sin exclusiones. No es el Gobierno quién debe seleccionar de 
acuerdo a sus preferencias quién representa al sector laboral, son los trabajadores y 
trabajadoras quienes construyen sus organizaciones libremente, y el Gobierno no debe 
interferir, ni privilegiar un sector sobre otro. 

Continúan en El Salvador los inconvenientes políticos, jurídicos, y administrativos 
para poner en funcionamiento, en forma real, regular y permanente, al Consejo Superior 
del Trabajo. Seguimos sin reglas claras, respetuosas de la libertad sindical, del derecho 
de organización autónoma de los actores sociales, y de la buena fe para integrar las 
mesas de diálogo, establecer programas de trabajo, llevar adelante las negociaciones, y 
alcanzar acuerdos sustentables. 

Asimismo, continúan injustificadamente, las demoras y retrasos en el otorgamiento 
de las credenciales sindicales, nos referimos a la personería jurídica de los sindicatos, así 
como el retraso de las certificaciones de las autoridades sindicales por parte del 
Ministerio de Trabajo, que en algunos casos llegan a tardar hasta más de seis meses. 
Debemos observar aquí el manejo discrecional de la autoridad de aplicación que opera 
con premura cuando se trata de organizaciones de buen relacionamiento con el 
Gobierno, y demora con criterio sancionatorio, con intensión de perjuicio, cuando se 
trata de sindicatos independientes. 

Instamos al Gobierno a cesar con las prácticas de preferencia, actúe ajustándose a 
su rol de respeto a la libertad sindical, sin intromisiones. La OIT puede colaborar con el 
nuevo Gobierno, y con los actores sociales, brindando asistencia técnica generando un 
espacio de confianza política, solvencia jurídica, y el necesario clima de respeto y 
confianza. 

Representante gubernamental — En primer lugar, todo lo que nosotros 
observamos con planteamientos fundamentalmente periféricos que no tienen que ver 
con el área del país sino más bien con la comunidad internacional es un El Salvador 
distinto, al que nosotros tenemos acá y los que estamos viviendo acá en El Salvador. 

El diálogo social tripartito y especialmente el Convenio como eje transversal de la 
OIT no solamente es un requisito de carácter legal internacional que debemos de 
cumplir, sino que como lo dije hace un momento es el pilar más esencial y fundamental 
de la construcción de una democracia sólida y fuerte. Y, nosotros no solamente 
consideramos que es una opción del Gobierno, sino que es una necesidad imperativa en 
el marco de sacar adelante nuestro país. 

Lo que sucede es que en El Salvador tenemos el artículo 37 de la Constitución de la 
República que textualmente dice: «el trabajo es una función social, goza de la protección 
del Estado y no se considera artículo de comercio». Ese es el problema que hoy está 
pasando en El Salvador, la ANEP antes no solamente proponía su sector, sino que el 
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Ministro que se sentaba acá era propuesto por la ANEP y el sector laboral que tenía en 
ese momento también era propuesto por la ANEP. En los Gobiernos de la Alianza 
Republicana Nacionalista, ustedes pueden revisar en la OIT, nunca hubo una queja de la 
ANEP porque el diálogo social tripartito estaba concentrado en un solo segmento de la 
población que era la ANEP. Lo que nosotros hemos hecho es la diversificación del trabajo 
tripartito que es democratizar las instituciones. La ANEP participa en 27 bipartitas, o sea 
que solo es la ANEP y el Gobierno, nunca se planteó la apertura de esas 27 bipartitas en 
tripartitas. Contradictorio a lo que hoy está diciendo y contradictorio aún más al 
Convenio. 

Todas las personas que han intervenido, especialmente la comunidad internacional 
que plantean que la Comisión de Normas debe de viajar a El Salvador, es lo que dije en 
mi discurso inicial, dije que insto a que vengan porque en el momento en que la 
Comisión de Normas venga a El Salvador se va a enterar de forma directa y no por 
terceras personas de lo que está sucediendo en nuestro país. 

Nosotros de lo único que estamos en contra es de que las instituciones se politicen. 
La ANEP ha sido usada como una institución para elegir presidentes de la Alianza 
Republicana Nacionalista, ahí estuvo el ex Presidente de la ANEP, Elías Antonio Saca, 
ex Presidente de la República de El Salvador, y que ahora está en uno de los centros 
penales de este país guardando prisión por corrupción de más de 350 millones de 
dólares. Eso es lo que nosotros no podemos seguir permitiendo en El Salvador. Aquí 
tengo la convocatoria y hasta los procesos de sumisión que se los hemos enviado a la 
ANEP, o sea, no estamos nosotros actuando contra la ANEP, lo que hay es otro tema 
fiscal y tributario. Porque en este país deben de pagar al fisco absolutamente todos en 
igualdad de condiciones.  

Nosotros de la modificación que se hizo a la ley, lo que estamos solicitando, es que 
participen todos porque anteriormente solamente la ANEP era quien tenía 
absolutamente el control de todo. Hoy queremos que sean las elecciones de orden 
democrático, totalmente de acuerdo con lo que han planteado diferentes actores. El 
Gobierno no puede decir quién representa a los empleadores. El Gobierno tampoco 
debe de incidir en quién representa a los trabajadores. La representación no solamente 
debe de gozar de legalidad sino también de legitimidad, eso tiene que ver con la 
representatividad que se tiene. Como lo acabo de aclarar en este momento y en este 
seno internacional lo más peligroso que puede ser a nivel nacional e internacional es 
utilizar una institución tan prestigiosa como la OIT para defender a una persona que está 
siendo investigada por proceso de evasión de 5 millones de dólares del fisco en El 
Salvador, nada tiene que ver con la ANEP y con todos los gremios empresariales, 
estamos haciendo todo los procesos que el órgano tripartito nos envía. Ellos han enviado 
incluso a sus técnicos en el tema de la pandemia, enviaron a sus técnicos a las reuniones 
con nosotros a decidir los protocolos de bioseguridad, vinieron técnicos de todos los 
gremios empresariales, vinieron a representar acá y hemos estado trabajando los 
protocolos de bioseguridad a nivel marco como lo dije y más de 2 000 protocolos que los 
hemos trabajado de forma conjunta con todos los sectores y actores de la sociedad. 

Lo que estamos haciendo —e insisto— es un proceso de democratización de 
apertura.Todo lo que se ha solicitado por todos los sectores y actores a nivel 
internacional y privilegiando el diálogo social tripartito, nosotros pedimos incluso, y por 
eso digo en mi discurso, hoy más que nunca es necesario que viaje a El Salvador la 
Comisión de Normas. No solamente lo digo aquí, yo fui personalmente, acabo de 
regresar de una visita en Ginebra donde me reuní con la Comisión de Normas y fui a 
expresar absolutamente todo. Porque acá hay dos países distintos y dos mundos 
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distintos. Lo que se ha planteado a través de las intervenciones de diferentes actores, y 
lo que está pasando en El Salvador. En El Salvador este Ministro y la decisión del 
Presidente es tener un espíritu totalmente democrático. Traer a la normalidad lo que 
antes era anormal y nos hacían ver que era lo normal, ahora hay que democratizar 
absolutamente todo, y el acceso a la representatividad lo deben tener todos los actores 
y sectores de una sociedad. Así que estamos totalmente abiertos, yo fui directamente a 
Ginebra a emitir un informe de forma personal y física y eso significa mostrar uno de ir 
a representar a su país porque está haciendo las cosas bien a nuestro juicio. Repito, 
podrá existir algunos errores que como toda obra humana imperfecta podamos 
cometer en el proceso de nuestro Gobierno pero lo cierto es que hoy más que nunca se 
está privilegiando el diálogo social tripartito. 

Acá en el Ministerio incluso lo que se define son reglas claras y lo que dije en mi 
discurso todo está de acuerdo a que lo discutamos, que lo analicemos y que lo 
trabajemos en conjunto. Lo único que no está en negociación son los derechos genuinos 
de la clase trabajadora. También hemos tenido algunas incomodidades debido a eso 
porque hay empleadores que en alguna medida no cumplen con las normativas 
laborales nacional e internacional y eso nos ha llevado a ser bastante contundentes, a 
construir un Ministerio de Trabajo que estuvo ausente por muchas décadas, por mucho 
tiempo, en el tema de la regulación y de la armonización entre los empleadores y los 
trabajadores. Seguimos abiertos, ratifico por cuarta ocasión en esta intervención, es 
necesario que pidan una intervención, que viaje la Comisión de Normas, yo lo solicito en 
nombre del Estado salvadoreño, porque estamos completamente convencidos que hoy 
más que nunca en todo el proceso histórico de este país, El Salvador es cuando más está 
democratizando y cuando más estamos tratando de privilegiar el diálogo social tripartito 
por dos razones, porque es una convicción y compromiso de orden democrático que así 
lo consideramos, y además, porque nosotros somos Miembros fundadores de la OIT y 
hemos ratificado el Convenio, estamos totalmente conscientes de ello y por eso 
privilegiamos el diálogo social tripartito. 

Miembros empleadores — Hemos escuchado atentamente todas las 
intervenciones realizadas en el marco de la presente discusión y lamentamos que el 
Gobierno no haya dado respuesta precisa a los requerimientos formulados por esta 
comisión y por la Comisión de Expertos. 

Es preocupante que el Gobierno no actúe con sinceridad. Si se acude a la cuenta de 
Twitter del Presidente Bukele se observa la exclusión sistemática que este directamente 
formula a la ANEP. A lo que se suma la creación de organizaciones de trabajadores y 
empleadores no representativas que le sirven para tratar de presentar una situación que 
no coincide con la realidad en El Salvador. 

Los hechos presentados dan cuenta del desprecio extremo por el diálogo social y 
por el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el Gobierno de El Salvador al 
ratificar el Convenio que promueve la consulta tripartita. Quiero dejar claro al 
representante del Gobierno, consulta tripartita efectiva, efectiva significa que debe 
hacerse a través de las organizaciones más representativas de trabajadores y de 
empleadores no con quienes el Gobierno elija y sobre esto hay plena claridad en la 
Organización y no han ninguna duda. 

Me parece que durante el proceso de consulta con la OIT esto les quedará bien 
claro. 

Este desprecio se da no obstante lo establecido en las conclusiones adoptadas por 
la Comisión de Normas en 2017, 2018 y 2019, a pesar de las siete observaciones por la 
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Comisión de Expertos, a pesar de las numerosas intervenciones urgentes solicitadas al 
Director General de la OIT, Sr. Ryder, por parte de ANIEP y de la OIE y a pesar de que el 
Gobierno pretenda hacer valer una situación que no existe. La situación de 
incumplimiento del Convenio es continua, grave y urgente.  

En tal sentido solicitamos se exija al Gobierno a que: se abstenga de agredir y 
desprestigiar a la ANEP, organización empresarial más representativa y a sus dirigentes 
como ya se intentó hacer en esta misma sesión; se abstenga de interferir en la 
constitución de las organizaciones de trabajadores y empleadores, de organismos 
tripartitos y paritarios, y garantice de conformidad con la legislación nacional, la debida 
representación de las organizaciones legítimas de empleadores emitiendo las 
credenciales o acreditaciones correspondiente; elabore en consulta con las 
organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores reglas claras, 
objetivas, predecibles, y jurídicamente vinculantes para la reactivación y pleno 
funcionamiento del Consejo Superior del Trabajo con la integración de las 
organizaciones más representativas de trabajadores y de empleadores, no las que 
democráticamente quieran sumar, las que tienen acredita la mayor representación; 
reactive sin demora los trabajos del resto de los entes tripartitos y paritarios respetando 
la autonomía y participación de las organizaciones —insisto— más representativas de 
trabajadores y de empleadores a través del diálogo social a fin de garantizar su pleno 
funcionamiento sin injerencia alguna. 

Se requiere al Gobierno a que en consulta con los interlocutores sociales tome sin 
demora todas las medidas necesarias para modificar los 23 decretos adoptados el 3 de 
junio de 2021, de manera que cumplan con las garantías establecidas por los convenios 
de la OIT ratificadas por El Salvador. Recurra sin demora a la asistencia técnica de la OIT 
—les urge comprender el Convenio—. Presente una memoria detallada sobre la 
aplicación del Convenio en la legislación y en la práctica a la Comisión de Expertos antes 
de su próxima reunión de 2021. A que sin demora y sin pretexto alguno se integre y 
participe en una misión tripartita de alto nivel a El Salvador a realizarse antes de la 
próxima Conferencia Internacional del Trabajo. 

Solicitamos, y les ruego que tomen toma nota de esto, que en el presente caso se 
incluya un párrafo especial del Informe de la Comisión de Normas de 2021. 

Worker members – We would like to thank the Government of El Salvador for their 
comments. We also thank all the other speakers for their interventions. 

The Worker members note that since our last examination of the case in 2019, the 
situation regarding the application of the Convention in El Salvador severely 
deteriorated. We emphasize once more the importance of guaranteeing the necessary 
framework conditions for tripartite consultations in line with the Convention, including 
the respect of the principle of free choice of workers’ representatives for the purpose of 
tripartite consultations, and a regular and genuine tripartite dialogue in the framework 
of the Higher Labour Council. 

Therefore, we call on the Government of El Salvador to take the necessary measures 
to give full effect to the Convention, including insofar as they contribute to the respect 
and promotion of the freedom of association in the country. We call on the Government 
to send information on the measures taken to the Committee of Experts. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formuladas por el 
representante gubernamental y de la discusión que tuvo lugar a continuación.  
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A este respecto, la Comisión insta al Gobierno de El Salvador a: 

 abstenerse de interferir en la constitución y las actividades de las organizaciones 
independientes de trabajadores y de empleadores, en particular, la Asociación 
Nacional de la Empresa Privada (ANEP), y 

 reactivar, sin demora, el Consejo Superior del Trabajo (CST) y otros organismos 
tripartitos, respetando la autonomía de los interlocutores sociales y a través del 
diálogo social, en aras de garantizar su pleno funcionamiento, sin ninguna 
injerencia. 

La Comisión pide al Gobierno que siga recurriendo a la asistencia técnica de 
la OIT. 

La Comisión pide al Gobierno que presente una memoria detallada sobre la 
aplicación del Convenio, en la ley y en la práctica, a la Comisión de Expertos, antes 
de su próxima reunión en 2021, en consulta con los interlocutores sociales. 

La Comisión pide al Gobierno que acepte una misión tripartita de alto nivel que 
se lleve a cabo antes de la próxima Conferencia Internacional del Trabajo. 

La Comisión decide incluir el caso en un párrafo especial de su informe de 2021. 

Representante gubernamental — Tomamos nota de todas las conclusiones de la 
honorable Comisión. En ese sentido, en mi calidad de representante permanente 
transmitiré de inmediato a mi Gobierno para su debida atención y respuesta a las 
conclusiones referidas. 
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